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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Dictámenes correspondientes a la Décima Segunda Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

15 de mayo del año 2018.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila, así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García, del Partido Revolucionario Institucional, con objeto de fortalecer la inclusión en el ámbito laboral de las personas con discapacidad.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Azucena Ramos Ramos, del Partido Revolucionario Institucional, en materia de sanciones a quienes causen daños físicos dolosos a perros guía para invidentes. 

Dictamen de la Comisión de Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa  con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García del Partido Revolucionario Institucional.

Resultando

Primero.- Que en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 30 de abril de 2018, se desahogó lo relativo al trámite de la primera lectura de la presente iniciativa.

Segundo.- Que en la citada sesión, por acuerdo del Pleno, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, la iniciativa a la que se ha hecho referencia, para efectos de hacer el estudio correspondiente de la iniciativa.

Considerando

Primero.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con fundamento en los artículos 109, 163, 164,  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

Segundo.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García del Partido Revolucionario Institucional,  se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:

Exposición de motivos

Los  valores y objetivos que tiene todo Poder Legislativo siempre estarán encaminados en la búsqueda de mejorar las condiciones de vida de la ciudadanía, la inclusión laboral de las personas con discapacidad es una de las temáticas en la actualidad de mayor preocupación, sobretodo en términos de gestión; esto tiene como implicaciones dejar a un lado los matices idealistas y convertirlas en un hecho legislativo.

La inclusión laboral, según Jürgen Weller, se refiere a los “procesos que permiten el acceso de una parte de la población a empleos productivos con condiciones laborales favorables o adecuadas” sin distinción de género, raza, nacionalidad, edad, discapacidad, religión, orientación sexual o estado civil.

Conscientes del escenario en desventaja que afronta la población con discapacidad, a partir del 2013 en México, cada 27 de febrero se conmemora el Día Nacional por la Inclusión Laboral que tiene como objetivo reconocer el avance que ha tenido la legislación mexicana en cuanto a las oportunidades laborales en las que se encuentran las personas más vulnerables; este reconocimiento implica un análisis de la situación actual en la que se encuentra dicha población, y por ende la creación de nuevas estrategias que propicien la participación de personas con discapacidad en el mercado laboral sin que sean discriminados y en igualdad de oportunidades.

La Secretaría del Trabajo y Prevención Social es la responsable de encaminar y poner en acción cualquier tipo de estrategia, proyecto, programa etc. en aras de proteger los derechos  laborales de las personas, incluyendo a las personas en situación de vulnerabilidad; actualmente cuenta con una red a nivel nacional de vinculación laboral compuesta por 32 redes estatales las cuales sirven como instrumentos de coordinación entre instituciones públicas, cámaras empresariales, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil con el propósito de impulsar acciones de inclusión laboral.

En Coahuila la Secretaría de Trabajo (SETRA) actualmente cuenta con un programa de inclusión laboral denominado “Abriendo Espacios” el cual está dirigido a los adultos mayores y personas con discapacidad y tiene como objetivo reducir las dificultades a las que se enfrentan esta población al incorporarse en el ámbito laboral. Hoy en día, cuenta con 234 plazas disponibles para nuestro Estado, dirigidas a personas con discapacidad, si bien no se cuenta con un registro exacto de la población con discapacidad en Coahuila, evidentemente 234 plazas son insuficientes para cubrir la necesidad de inclusión al mercado laboral.

Lo anterior me lleva a reflexionar si la inclusión laboral en términos generales es responsabilidad solamente del Gobierno, la respuesta es sí, sí al menos en lo que se refiere a los términos de protección de sus derechos y oportunidades, en donde se velen sus derechos en una sociedad incluyente.

Una empresa dedicada a la investigación y análisis estratégico de la opinión pública (Parametrá) recientemente realizó una encuesta en la que la población manifestó lo siguiente: el 57% de la población encuestada cree que la responsabilidad debe de recaer en el Gobierno, en segundo lugar un 20% piensa que los responsables deben ser los familiares de las personas con discapacidad, el 13% considera que la sociedad en conjunto es la responsable de crear un entorno y cultura de inclusión, y un 5% apunta a organizaciones no gubernamentales como las encargadas de brindar condiciones óptimas de vida a las personas con alguna discapacidad.

Si bien es necesario un cambio de cultura y consciencia ciudadana, que promueva el valor de la  inclusión, quizá es tiempo de reflexionar y darnos cuenta que los esfuerzos que se han realizado hasta el día de hoy (programas, leyes, tratados internacionales, etc.) son insuficientes, no solo se trata de tolerar o aceptar la diferencia, se trata de reconocer que existen otras posibilidades de garantizar su desarrollo y crecimiento personal y profesional, es por eso que la iniciativa propuesta va encaminada a que seamos nosotros quienes pongamos el ejemplo, que las dependencias gubernamentales incluyan en su estructura a personas con discapacidad, a que seamos congruentes con nuestras políticas públicas y éstas se conviertan en hechos, a que realmente generemos una empatía con ellos desde la convivencia no solamente desde el discurso, en otras palabras a que seamos conscientes de que una verdadera inclusión radica en cruzar la delgada línea de accesibilidad, esto nos hace abrazar la diferencia.

Es por ello que la presente Iniciativa, plantea reformar la Ley Orgánica de la Administración Publica con el objeto de que se establezca dentro de las atribuciones de la Secretaría del Trabajo la inclusión laboral de las personas con discapacidad a las oficinas gubernamentales así como a las empresas, velando por garantizar la promoción y las garantías de acceso a un trabajo digno; reformando a la vez algunos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado con la finalidad de incorporar la Inclusión Laboral como prioridad dentro del entorno global de las personas.

Tercero.- Que una vez analizada la exposición de motivos, la comisión dictaminadora estima que la iniciativa en cuestión es procedente en base a las consideraciones siguientes:

La iniciativa resulta positiva ya que tiende a proteger a la personas con discapacidad y promover su inclusión en el ámbito laboral. En ese sentido, las políticas públicas en favor de grupos vulnerables resultan necesarias para garantizar sus derechos humanos, de manera que puedan ser ejercidos plenamente. 

La Convención sobre los Derechos de Personas con Discapacidad sostiene que los estados parte se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. 
A tal fin, el artículo 4º del citado ordenamiento a la letra dice;

 “Los Estados Partes se comprometen a: 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; 

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; 

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

 e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad”

El mandato convencional, es consistente con la constitución que en su artículo 1º párrafo 3º establece que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.

En esa tesitura, el Congreso del Estado de Coahuila al aprobar el ordenamiento propuesto, estaría cumpliendo con sus obligaciones convencionales por lo que toca a la adopción de medidas, como con el mandato constitucional de promover, respetar y garantizar los derechos humanos de las personas con discapacidad.

Finalmente, la iniciativa propuesta  contiene una medida legislativa que persigue una finalidad constitucionalmente válida, consistente en la protección de las personas con discapacidad y su inclusión en el ámbito laboral, y para  lograr la consecución de su fin no impone de manera innecesaria y desproporcionada deberes al Estado , puesto que únicamente lo constriñe a cumplir con las obligaciones contenidas en la propia constitución y los tratados internacionales, por lo que la medida legislativa  resulta a todas luces  útil y necesaria.

Cuarto.- Por estas razones y con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas se expide el siguiente:

Proyecto de Decreto

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 33. A la Secretaría del Trabajo le corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. a la III. …

IV.  Promover e instrumentar, políticas y acciones para el acceso y permanencia al trabajo digno, que fomenten la igualdad entre mujeres y hombres, así como la inclusión de las personas con discapacidad y personas en situación de vulnerabilidad laboral; 

V. Diseñar y dirigir programas de fomento al empleo, mediante la capacitación y adiestramiento para el trabajo y la vinculación al sector productivo, incluyendo a las personas con discapacidad, propiciando su integración en el ámbito laboral tanto en empresas como en oficinas gubernamentales;  

VI. a la XVIII. …

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforman las fracciones X y XVII del artículo 2°; el inciso c) e inciso i) del artículo 3°; los párrafos tercero y cuarto del artículo 4°; las fracciones II, VII y IX del artículo 6°; los artículos 20° y 31° de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2°… 

I. al IX. …

X.  Discriminación por motivos de discapacidad. Cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos: político, económico, social, laboral, educativo, religioso, cultural, civil, deportivo, de comunicación o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables;  

XI. a la XVI. …

XVII.
 Igualdad de oportunidades. Proceso de adecuaciones, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirmativas necesarias en el entorno jurídico, laboral, social, económico, cultural y de bienes y servicios, que faciliten a las personas con discapacidad su inclusión, integración, convivencia y participación, en igualdad de oportunidades con el resto de la población; 

XVIII a la XXV. …

Artículo 3°… 

I. a la III. …

… 

a) al b) …

c) 
Promover la elaboración, publicación y difusión de estudios, investigaciones, obras y materiales sobre el desarrollo e inclusión social, laboral, económica, política y cultural de las personas con discapacidad; 

d) al h) …

i) 
Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sectores productivos y empresariales, para que se proporcionen oportunidades laborales, y se otorguen descuentos, facilidades económicas o administrativas en la adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las personas con discapacidad o sus familias; 

j) al l). …

…

Artículo 4°. …

…

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos de carácter específico destinados a prevenir o compensar las desventajas o dificultades que tienen las personas con discapacidad en la incorporación y participación plena en los ámbitos de la vida política, económica, laboral, social y cultural. 

La Administración Pública Estatal y los municipios, en el ámbito de su competencia, impulsarán el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a través del establecimiento de medidas contra la discriminación y acciones afirmativas positivas que permitan la integración social y laboral de las personas con discapacidad. Será prioridad de la Administración Pública Estatal y de los municipios, adoptar medidas de acción afirmativa positiva para aquellas personas con discapacidad que sufren un grado mayor de discriminación, como son las mujeres, las personas con discapacidad con grado severo, las que viven en el área rural, o bien, las que no pueden representarse a sí mismas. 

Artículo 6°…
I. …

II. 
Fomentar que las dependencias y entidades de la administración pública estatal trabajen en favor de la inclusión laboral, social y económica de las personas con discapacidad en el marco de las políticas públicas en la materia; 

III. a la VI. …
VII. 
Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno del Estado a que instrumenten acciones en favor de la inclusión laboral, social y económica de las personas con discapacidad en el marco de las políticas públicas; 

VIII…

IX. 
Impulsar la adopción de acciones afirmativas orientadas a evitar y compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, económica, laboral,  social y cultural; 

X al XII…
Artículo 20°… 

Así mismo, las autoridades estatales y municipales competentes convocarán a las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, a los empresarios y sus representantes, los sindicatos, el sector social y el Sistema de Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado, para que creen e impulsen programas de capacitación e integración laboral para personas con discapacidad, que por alguna razón no tuvieran otra opción para integrarse o capacitarse para el trabajo. 

Artículo 31°.- Las empresas privadas y oficinas gubernamentales deberán contar con facilidades arquitectónicas para sus trabajadores con alguna discapacidad. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.
Saltillo, Coahuila a 08 de mayo de 2018.

COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
(COORDINADORA)
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	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
(SECRETARIA)
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	ABSTENCIÓN
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	DIP. MARÍA EUGENIA CÁZARES MARTÍNEZ
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	DIP. ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ
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	EN CONTRA
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	SI
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Dictamen de la Comisión de Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos del Partido Revolucionario Institucional.

Resultando

Primero.- Que en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 10 de abril de 2018, se desahogó lo relativo al trámite de la primera lectura de la presente iniciativa.

Segundo.- Que en la citada sesión, por acuerdo del Pleno, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, la iniciativa a la que se ha hecho referencia, para efectos de hacer el estudio correspondiente de la iniciativa.

Considerando

Primero.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con fundamento en los artículos 109, 163, 164,  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

Segundo.- Que la, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos del Partido Revolucionario Institucional se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:

Exposición de motivos

Los animales son seres vivos que comparten nuestro mundo y que por ese solo hecho, merecen nuestro respeto y consideración. Representan para muchos de nosotros, no solamente compañía, sino también una vía para expresar cariño y afecto, siendo considerados como parte de nuestras familias.

Por ello, la legislación coahuilense ha sido muy puntual en la defensa de sus derechos, contando con normas de avanzada que establecen regulaciones protectoras, tendientes a salvaguardar en su favor, un trato digno y decoroso.

En sentido, contamos con la Ley de Protección y Trato Digno a Los Animales Para El Estado de Coahuila de Zaragoza que establece derechos y obligaciones respecto a los animales domésticos; inclusive en el Código Penal de nuestra entidad, está inserto un capítulo denominado Delitos contra animales que afectan al derecho de una vida libre de violencia.

Ahora bien, si bien es verdad que todos los animales, por el solo hecho de serlo, tienen derecho a un trato digno, hay que reconocer que cierto tipo de animales, prestan un servicio invaluable a la sociedad, como podría ser el caso de los perros de rescate, de gran ayuda en la recuperación de personas sepultadas bajo los escombros de edificios, como ya lo hemos visto en recientes catástrofes naturales.

En ese rango de animales, encontramos también a los perros guías para personas invidentes.

Estos animales, para poder llegar a esa categoría, requieren de un entrenamiento bastante riguroso, que puede extenderse por meses o años, recalcando además que no todos los perros cumplen con los requerimientos. Hecho lo anterior, todavía deben pasar semanas juntos de capacitación, para que puedan integrarse como binomio.  

Es  importante recalcar, que de conformidad a las asociaciones que realizan esta labor, los perros no son vendidos, sino que son donados a las personas invidentes que lo requieren y lo solicitan, por lo que el vínculo que los une, además de tener la calidad de un animal de compañía, también lo vuelve parte de su persona y lo convierte en instrumento necesario para el ejercicio de sus derechos, por lo que cualquier daño físico que pudiera sufrir el perro guía, debe interpretarse como una lesión a la viabilidad de los derechos humanos de la persona.

Por ello, es menester revisar con puntualidad el régimen sancionador en la materia de perros guía, previsto en la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, que a la letra señala:

Artículo 91°.- Son infracciones leves: I. Obstruir las rampas o accesos para personas con discapacidad II. La exigencia de pago alguno por el acceso de los perros guía sin que su entrada implique gasto adicional, conforme la presente ley. III. El daño físico que le sea infligido a un perro guía por negligencia. IV. Todas las conductas pasivas o activas que dificulten el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y sus perros guía.

Artículo 92°.- Son infracciones graves: I. El infringir los derechos reconocidos en la presente ley en cuanto a lugares, alojamientos, establecimientos, locales de propiedad privada. 27 II. La comisión de tres faltas leves, sancionadas, en un período de dos años. III. Todas las conductas pasivas o activas que impidan en forma manifiesta y notoria el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y/o a sus perros guía.

Artículo 93°.- Son infracciones muy graves: I. Negar el acceso o permanencia en lugares, alojamientos, locales y transportes públicos; II. Que los empresarios, administradores y organizadores de espectáculos públicos omitan o ubiquen discriminatoriamente los espacios reservados, así como las facilidades de acceso, para personas con discapacidad; III. El daño físico que le sea infligido en forma dolosa a un perro guía; IV. La comisión de tres faltas graves, sancionadas, en un período de dos años. 

Artículo 94°.- Para los efectos de la presente ley, se aplicará, independientemente de lo dispuesto por otras disposiciones legales, las siguientes sanciones: I. Para las infracciones leves, multa equivalente de 10 a 50 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización; II. Para las infracciones graves, multa equivalente de 51 a 100 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización; y III. Para las infracciones muy graves, multa equivalente de 100 a 300 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización. El monto de dinero obtenido de estas sanciones será destinado a la realización de programas en beneficio o atención a personas con discapacidad.

De lo anteriormente expuesto, se aprecia que la actual ley contempla sanciones leves, graves o muy graves para diversos actos. 

En el caso de los perros guía, las sanciones muy graves, se aplican en el supuesto de un daño físico infligido en forma dolosa al perro guía, mismo que sería castigado con una multa de 100 a 300 veces el valor de la UMA, que para este año  se ubica en $80.70, por lo que en el  2018, la multa oscilaría entre $8,070 y $24,210, independiente de las responsabilidades civil o penal a que hubiera lugar.

Tal cantidad estimamos que no es la adecuada cuando producto de ese daño físico, sobrevenga la muerte del animal o la incapacidad permanente para el desempeño de sus funciones, sobre todo si consideramos que de acuerdo a las organizaciones que se dedican a la crianza de estos animales, además del tiempo invertido en su entrenamiento que no es cuantificable con facilidad, el costo de su entrenamiento y su mantenimiento a lo largo de su vida útil, pudiera estar en el orden de los $300 mil pesos, todo ello, sin considerar el daño emocional que se genera hacia la persona usuaria, dada la cercanía que se tiene entre ambos, dada su cualidad de binomio.

Así pues, se estima que es menester proponer que la infracción consistente en la lesión física dolosa a un perro guía, sea incrementada al doble, cuando el daño físico que se inflija, le cause la muerte o alguna incapacidad permanente para prestar el servicio como tal.

No podemos soslayar que los perros guía, son animales únicos dado el servicio que prestan y que sanciones de esta naturaleza, son acordes y proporcionales a la infracción cometida y tienen relación directa con el costo económico de estos animales, pero sobre todo, con el valor que representan para su dueño, como instrumento básico para el ejercicio de sus derechos humanos, agregando además que no son animales en mercado, sino que su donación sigue un proceso de selección muy complejo, dada la naturaleza del servicio que prestan, por lo que un invidente quedaría sin ese apoyo por un tiempo considerable.

Tercero.- Que una vez analizada la exposición de motivos, la comisión dictaminadora estima que la iniciativa en cuestión es procedente en base a las consideraciones siguientes:

A. La iniciativa con proyecto de decreto resulta positiva ya que dota de un marco legal que le da una protección más amplia a las personas en situación de vulnerabilidad en razón de su discapacidad visual. En efecto como sostiene la iniciativa, los perros guía son un elemento importante en la vida diaria de las personas invidentes, esto es así debido a que los mismos, les permiten valerse en condiciones más equitativas respecto de quienes no tienen alguna discapacidad, por lo que lo que el nivel de protección en el que se traduce esta iniciativa tanto a los perros como a sus dueños resulta indispensable. 

B. En cuanto a la multa, consideramos que la misma es proporcional pues tal como lo sostiene la exposición de motivos, la misma se calcula con base en los costos que resultan de la crianza y entrenamiento de los perros guías. Lo anterior es importante porque al momento de tratar de reparar el daño a la persona propietaria del animal,  tendría que hacerse con otro animal con las mismas características y aptitudes, por lo cual resulta congruente que la sanción se calcule en esos términos.

Sirva de apoyo a lo anterior lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Pleno1a./J. 31/2017, la cual sostiene: 

“DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE.

El derecho citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe tutelarse en favor de los gobernados, por lo que no debe restringirse innecesariamente. Ahora bien, atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral permite, en la medida de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un resarcimiento adecuado.”

C. Finalmente, los recursos que se obtuvieran de la multa serían destinados a programas y políticas públicas en favor de las personas con discapacidad, lo cual le da una finalidad válida a la sanción que beneficia al grupo vulnerable tutelado por la norma, maximizando su protección y velando por sus intereses. 

Cuarto.- Por estas razones y con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas se expide el siguiente:

Proyecto de Decreto

ÚNICO.-  Se reforma la fracción III  del Artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 94°.-  …

I a II. …

III. Para las infracciones muy graves, multa equivalente de 100 a 300 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización. En el caso que la infracción consista en el supuesto señalado en el artículo 93 fracción III, y que derivado de ese daño físico, el perro guía pierda la vida o se prive en definitiva de sus facultades para la prestación del servicio, la sanción será de 200 a 600 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización.
El monto de dinero obtenido de estas sanciones será destinado a la realización de programas en beneficio o atención a personas con discapacidad visual.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.
Saltillo, Coahuila a 08 de mayo de 2018.
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